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040/000042 

La Mesa de la Cámara, cn su reunión del día dc hoy, ha 
iidoptado el acuerdo que se indica respecto del asunto de 
iderenc ia : 

(040) Composición y funciones de las Comisiones. 

040/000042. 

Autor: Presidente Comisión Mixta para las comunidades 
I {uropeas . 
('omunicación de la aprobación por la Comisión el día 
5-5-87 del Informe relativo a las actuaciones realizadas 
i w  el primer período de sesiones de la 111 Legislatura. 

Acuerdo: 

Trasladar a los Grupos Parlamentarios y publicar en el 
Boletín. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento de 
la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 12 de mayo de 
1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luis María Cazorla Prieto. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.4 de la Lev 
47/1985, de 27 de diciembre, de Bases de delegación al Go- 
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bierno para la aplicación del Derecho de las Comunida- 
des Europeas, la Comisión Mixta para las Comunidades 
Europeas tiene el honor de elevar a la Cámara el siguiente 

INFORME SOBRE LAS .ACTUACIONES REALIZADAS 
EN EL PRIMER PERIODO DE SESIONES DE LA 111 LE- 

GISLATURA 

Constituida por la Ley 4711985, de 27 de diciembre, de 
Bases de delegación al Gobierno para la aplicación del De- 
recho de las Comunidades Europeas, la Comisión Mixta 
(compuesta por nueve seiíores Diputados, seis señores Se- 
nadores y presidida por el excelentísimo señor Presidente 
del Congreso de los Diputados o persona en quien éste de- 
legue) celebró dos sesiones durante la 11 Legislatura, a sa- 
ber, la de constitución con fecha 12 de febrero de 1986, y 
otra el 9 de abril del mismo año, para escuchar informa- 
ción del seiíor Ministro de Asuntos Exteriores y del exce- 
lentísimo señor Secretario de Estado para las Comunida- 
des Europeas. 

Celebradas elecciones generales el 22 de junio de 1986, 
por disolución anticipada de las Cámaras el propio mes 
de abril, se ha iniciado una nueva Legislatura, la 111, du- 
rante la cual ha habido que proceder, en primer lugar, a 
la nueva constitución de la Comisión, trámite que ha te- 
nido efecto en una breve sesión del 10 de septiembre de 
1986, bajo la Presidencia del Vicepresidente Primero del 
Congreso de los Diputados, excelentísimo señor don Leo- 
poldo Torres Boursault, quien la asume por delegación 
permanente del excelentísimo señor Presidente del Con- 
greso, de fecha 10 de septiembre de 1986, publicada en el 
uB. O. C. G.* número 6, de la Serie E, de 16 del mismo 
mes. Durante esta sesión, la Presidencia expuso que, al ha- 
ber sido propuesto por los diversos Grupos Parlamenta- 
rios un número mayor de componentes de los que les 
correspondían, había que aplazar a una reunión posterior 
la elección de Vicepresidentes y Secretarios, y así se acor- 
dó al no manifestarse nadie en contra. 

El 7 de octubre se celebró la segunda sesión de la Co- 
misión bajo la 111 Legislatura, y en ella se abordó y cum- 
plimentó como punto único del Orden del día, la elección 
de la Mesa, si bien los Diputados y Senadores presentes 
hicieron constar en nombre de sus Grupos respectivos 
quiénes iban a ser en lo sucesivo los representantes de 
cada Grupo. La Presidencia anunció, asimismo, a los pre- 
sentes que se aplicaría también a esta Comisión Mixta la 
Resolución de la Mesa del Congreso de los Diputados, de 
16 de septiembre de 1986, sobre adopción del principio 
de mayoría ponderada en las votaciones, como garantía 
del respeto a la proporcionalidad de los Grupos. A conti- 
nuación se propuso, en nombre de todos los Grupos Par- 
lamentarios, y aprob6 por unanimidad la lista de miem- 
bros de la Mesa, que quedó establecida así: 

- Vicepresidente primero: don José Luis Rodríguez 

- Vicepresidente segundo: don Manuel Fabra Valles 
Pardo (Senador del Grupo Parlamentario Socialista). 

(Diputado del Grupo Parlamentario de Coalición Po- 
pular). 
- Secretario primero: don Alvaro Cuesta Martínez 

(Diputado del Grupo Parlamentario Socialista). 
- Secretario segundo: don Miguel Martfnez Cuadrado 

(Diputado del Grupo Parlamentario del Centro Democrá- 
tico y Social). 

Con posterioridad, la Comisión ha celebrado, dentro del 
primer período de sesiones de la 111 Legislatura, es decir, 
hasta las Navidades de 1986, otras dos sesiones, destina- 
das, en principio, a escuchar en comparecencia a deter- 
minados altos cargos del Gobierno. La primera de ellas, 
es decir, la tercera del total, se celebró el 4 de noviembre, 
y en ella se hizo constar que se había renunciado en un 
acuerdo previo de la junta de Portávoces a la compare- 
cencia originariamente solicitada del excelentísimo señor 
Ministro de Asuntos Exteriores, quien había compareci- 
do, en cambio, en una sesión informativa de la Comisión 
del mismo nombre para exponer los mismos temas obje- 
to de solicitud de comparecencia ante la Comisión Mixta, 
de la que era autor el Grupo de Coalición Popular. En 
cambio, este Grupo se reafirmó en su solicitud de que 
comparecieran en fecha futura el excelentfsimo señor Se- 
cretario de Estado para las Comunidades Europeas y el 
excelentísimo señor Ministro de Agricultura, Pesca y Ali- 
mentación, y así se acordó por la Comisión. Se discutie- 
ron y aprobaron asimismo, a propuesta de la Presidencia, 
las líneas o esquemas generales de procedimiento en las 
futuras sesiones informativas. Se resolvió igualmente de- 
legar en la Mesa de la Comisión la facultad de acordar su- 
cesivas comparecencias y se acordó asimismo nombrar 
una Ponencia para estudiar e informar los Reales Decre- 
tos Legislativos dictados por el Gobierno en virtud de la 
referida Ley de Bases de delegación para la aplicación del 
Derecho de las Comunidades Europeas, de 27 de diciem- 
bre dd 1985. Se prefirió no designar la Ponencia formal- 
mente en el seno de la Comisión, sino que los Grupos co- 
municaran al Letrado de ésta el nombre de sus represen- 
tantes respectivos, y así se hizo. 

Hubo, por lo demás, un debate sobre si procedía pedir 
explicaciones al Gobierno por no haber hecho uso ínte- 
gramente de la delegación recibida de las Cortes median- 
te la Ley citada, en el sentido de que no había dictado du- 
rante el primer semestre de 1986, plazo que se le marca- 
ba en la Ley para ejercer dicha delegación, Real Decreto 
Legislativo alguno para adaptar al ordenamiento comu- 
nitario diversas Leyes y Decretos-Leyes que figuraban en 
el Anejo 1 a la Ley como presuntamente necesitados de ar- 
monización. Se impuso, sin embargo, el punto de vista de 
que la Comisión Mixta es competente únicamente para re- 
visar lo que el Gobierno ha hecho efectivamente, es decir, 
para dictaminar sobre los Reales Decretos Legislativos 
promulgados en cumplimiento y al amparo de la Ley 
47/1985, pero no para obligar al Gobierno a hacer uso de 
algo que, en definitiva, era una simple autorización, no 
una imposición, ni para pedirle explicaciones, por lo tan- 
to, sobre el no uso de esta autorización en determinadas 
materias. 
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La cuarta y última sesi6n del período se celebró un mes 
más tarde, exactamente el 4 de diciembre, y estuvo dedi- 
cada a la comparecencia del Secretario de Estado para 
las Comunidades Europeas, excelentísirno señor don Pe- 
dro Solbes Mira, para informar sobre los diversos asun- 
tos de su competencia enumerados en la solicitud que en 
su día había elevado el Grupo de Coalición Popul-ar, unos 
de carácter político general (como el desarrollo del con- 
tenido del Acta Unica Europea), y otros, la mayoría, de ín- 
dole sectorial. Después de la exposición del comparecien- 
te, que fue extensa y pormenorizada, se hicieron pregun- 
tas y comentarios por los diversos Grupos Parlamenta- 
rios, y el señor Secretariade Estado contestó a todos ellos. 
En esta reunión la Presidencia anunció que la Mesa de la 
Comisión tenía el propósito de conseguir que las compa- 
recencias del excelentísimo setior Secretario de Estado se 
repitiesen periódicamente para que la Comisión pudiera 
estar informada con regularidad de los temas de su ám- 
bito de competencia, y que, en principio, se procuraría 
que estas reuniones con él tuviesen carácter mensual. 

Finalmente, se procurará, en principio, celebrar las reu- 
niones alternativamente en el Congreso de los Diputados 
y en el Senado, si bien no siempre es posible a causa de 
los distintos calendarios de Pleno de una y otra Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 5 de mayo de 
1987.-El Presidente de la Comisión, Leopoldo Toma 
Boursault. 

T R I B ~ I A L  DE CUENTAS 

250/oooo01 

Los Plenos del Congreso y del Senado, en sus sesiones 
de ?8 de marzo y 5 demayo de 1987, respectivamente, 
han aprobado la Memoria-Dictamen correspondiente a la 
cuenta general del Estado del ejercicio 1981, sin modifi- 
caciones con respecto al texto del Dictamen de la Comi- 
sión publicado en los uB.O.C.G.» números 11 y 32 
correspondientes a los días 19 de noviembre y 1 de di- 
ciembre de 1986 respectivamente. 

Lo que se publica en cumplimiento de lo dispuesto en 
el artículo 97 del Reglamento de la Cámara. 

Palacio del Congresa de los Diputados, 12 de mayo de 
1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, LUIS María Cazorla Prieto. 

Los Plenos del Congreso de los Diputados y del Sena- 
do, en sus sesiones de 6 de mayo y 18 de marzo de 1987, 
respectivamente, han aprobado el Dictamen de la Cuenta 
General del Estado comespondiente al Ejercicio de 1981, 
adoptando los siguientes 

A C U E R D O S  

1." Se acepta la declaraci6n definitiva propuesta por 
el Tribunal de Cuentas, cuyo tenor literal dice: 

uLa Cuenta General del Estado del año 1981 coincide 
en sus cuantificaciones cifradas con las anotaciones figu- 
radas en las respectivas cuentas parciales rendidas al 
Tribunal. n 

por lo que, en consecuencia, se aprueba la referida 
Cuenta. 

2: Procede aplazar la aprobaci6n de las Cuentas de la 
Seguridad Social 1981 por estar sujetas las mismas a aná- 
lisis, conciliación y depuraci6n de la Comisión creada a 
tal efecto, según Resoluci6n de la Secretaría General de 
la Seguridad Social de 4 de diciembre de 1981, qúe ha- 
brá de rendir Informe al Tribunal de Cuentas. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de mayo de 
1987.-EI Presidente del Congreso de los Diputados, F6- 
Ilx Ponr Irazazábal. 

En curnpllmiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BOLET~N OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES del Informe so- 
bre la Memoria elaborada por el Trlbunal de Cuentas, en 
relaci6n con la Cuenta General del Estado correspondien- 
te al Ejercicio de 1982 (250/000003). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 12 de mayo de 
1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, LUIS María Cazorla Prieto. 

La Ponencia designada para la redacción del Informe 
sobre la Memoria elaborada por el Tribunal de Cuentas 
sobre la Cuenta General del Estado correspondiente al 
Ejercicio de 1982, formada por los Senadores don Alber- 
to Pérez Ferrer, don Francisco Pozueta Maté, don Pere Pi- 
Sunyer y Bayó y doña Loyola de Palacios, y los Diputa- 
dos don Angel García Ronda, don Ramón Tamames G6- 
mez, don Baltasar de Zárate, doña Luisa Fernanda Rudi, 
don Juan Carlos Aparicio, don Néstor Padr6n y don Juan 
Carlos Guerra Zunzunegui, ha estudiado la documenta- 
ción remitida por el Tribunal de Cuentas, y en cumpli- 
miento de lo dispuesto en el apartado 2 de las Normas de 
las Mesas del Congreso y del Senado sobre tramitación de 
la Cuenta General del Estado, aprobadas en reunión con- 
junta celebrada el 1 de marzo de 1984, en relación con el 
artículo 113 del Reglamento del Congreso de los Diputa- 
dos, tiene el honor de elevar a la Comisión el siguiente In- 
forme aprobado por mayoría: 
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I N F O R M E  

Reunida la Ponencia de la Comisión Mixta para las re- 
laciones con el Tribunal de Cuentas y examinada la do- 
cumentación remitida por el Tribunal de Cuentas, relati- 
va a la liquidación de la Cuenta General del Estado 1982, 
compuesta por los siguientes documentos: 

1. Dictamen de la Cuenta General del Estado. 
11. Cuentas de la Seguridad Social. 
111. Cuentas de las Sociedades Estatales. 
IV. Informes complementarios, 

según lo establecido por el artículo 13 de la Ley Orgánica 
del Tribunal de Cuentas y a la vista de la Declaración De- 
finitiva, se proponen los siguientes Acuerdos: 

1." La Cuenta General del Estado, la de los Organis- 
mos Autónomos Administrativos y los Organismos Autó- 
nomos Comerciales, Industriales y Financieros del ejerci- 
cio 1982, coinciden en sus cuantificaciones cifradas con 
las anotaciones figuradas en las respectivas cuentas par- 
ciales y representan razonablemente la actividad econó- 
mico-financiera llevada a cabo por las mismas en el ejer- 
cicio y, en cuanto es exigible, la situación patrimonial de 
ellas derivadas. 

2.0 Se aplaza la aprobación de las cuentas de la Segu- 
ridad Social de 1982, por estar sujetas a análisis, conci- 
liaciones y depuración por la 'Comisión creada a tal efec. 
to, según Resolución de la Secretaría General de la Segu- 
ridad Social de 4 de diciembre de 1984, que habrá de ren- 
dir informe al Tribunal de Cuentas juntamente con las de 
1979, 1980 y 1981. 

3." Las salvedades, excepciones e infracciones de la 
normativa presupuestario-financiera, que a juicio del Tri- 
bunal de Cuentas son puestas de manifiesto en los dife- 
rentes informes podrán ser objeto de tratamiento especf- 
fico en las diferentes propuestas de resolución que se so- 
metan a la aprobación del Pleno de la Comisión. 

Este es el Informe de la Ponencia, aprobado por mayo- 
ría, con la abstención de los representantes del Grupo Par- 
lamentario de Coalición Popular. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 5 de mayo de 
1987.-Juan Carlos Aparlcio Pérez, Angel García Ronda, 
Juan Carlos Guerra Zunzunegul, Loyola de Palaclo, Al- 
berto Pérez Ferrer, Néstor Padrón Delgado, Pere Pl-Sun- 
yer i Bayó, Francisco Pozueta Maté, Luisa Femanda 
Rudl, Ramón Tamanies Cómez y Baltasar de Zárate. 

REALES DECRETOS LEGISLATIVOS 

1311000001 a 131/000015 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento del Congreso de los Diputados, se ordena la 
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publicación en el BOLETiN OFICIAL DE LASCORTES GENERA- 
LES del Dictamen emitido por la Comisión Mixta para las 
Comunidades Europeas relativo a los Reales Decretos Le- 
gislativos promulgados al amparo de la Ley 4711985, de 
27 de diciembre, de bases de delegación al Gobierno para 
la aplicación del derecho de las comunidades europeas 
( 1  3 1/000001 a 13 110000 15). 

Palacio del Congreso de los Diputados, 12 de mayo de 
1987.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luis Marta Cazorla Prieto. 

La Comisión Mixta para las Comunidades Europeas, a 
la vista del Informe emitido por la Ponencia, ha exami- 
nado los Reales Decretos Legislativos promulgados al am- 
paro de la Ley 47/1985, de 27 de diciembre, de Bases de 
delegación al Gobierno para la aplicación del Derecho de 
las Comunidades Europeas, y, de acuerdo con lo dispues- 
to en el artículo 116 del vigente Reglamento, tiene el ho- 
nor de elevar a los excelentísimos señores Presidentes del 
Congreso de los Diputados y del Senado el siguiente 

D I C T A M E N  

Como quiera que la Comisión Mixta para las Comuni- 
dades Europeas no es una Comisión Permanente ordina- 
ria de carácter legislativo, sino un órgano de naturaleza 
especial, procede hacer unas observaciones preliminares. 

Ante todo, conviene puntualizar que el objeto del pre- 
sente dictamen es apreciar si, a juicio de la Comisión, el 
Gobierno se ha ajustado o no a los limites de la delega- 
ción legislativa recibida de las CoFtes Generales precisa- 
m e n t e  en  la  Ley de  27 de d i c i e m b r e  de  1985 
(Ley 4711985, «B. O. E.» número 312, de 30-12-85), al dic- 
tar dentro del plazo del 1 .U de enero al 30 de junio del pa- 
sado aíio de 1986, marcado por la propia Ley, cada uno 
de los Reales Decretos Legislativos necesarios para armo- 
nizar las leyes y decretos-leyes nacionales que se citaban 
en el Anejo 1 de la Ley a las numerosas directivas de las 
CC. EE. que se enumeraban en el Anejo 11. En otras pa- 
labras, de lo que se trata es pura y simplemente de exa- 
minar si el Gobierno se ha limitado a modificar los pun- 
tos de esas disposiciones internas que resultaban estar en  
contradicción o desarmonía con el Derecho positivo co- 
munitario, o si, por el contrario, se ha extralimitado in- 
troduciendo modificaciones o, en su caso, adiciones no 
exigidas por la adaptación que se le ordenó. 

En segundo lugar, procede señalar que, como revela un 
somero cotejo de los Reales Decretos Legislativos -15 en 
total- y las Leyes y Decretos-Leyes del Anejo 1 de la Ley 
de Bases de delegación, el Gobierno no ha agotado la lis- 
ta de disposiciones nacionales que había que adaptar al 
ordenamiento comunitario. En otras palabras, habría ha- 
bido que dictar más Reales Decretos Legislativos para ar- 
monizar la totalidad de las disposiciones del Anejo 1. 
La Comisión se ha planteado la interrogante de si proce- 
día o no indagar y enjuiciar las causas de ésta, que po- 
dríamos llamar, aparente o presunta omisión y, de hecho, 

. 
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se ha consultado verbalmente a los departamentos minis- 
teriales nratione materiae)), los cuales han explicado caso 
por caso sus razones, las cuales pueden resumirse, por 
cierto, en tres categorías principales: primera, en ciertos 
supuestos no se consideraba necesario en absoluto armo- 
nizar el Derecho positivo españól al comunitario, y si se 
había incluido una Ley o Decreto-ley español en la lista 
del Anejo 1, había sido puramente liad cautelamn; esto es 
lo que sucedía, por ejemplo, con la Ley 110/1963, de 20 
de julio, sobre Prácticas Restrictivas de la Competencia, 
y con la Ley 4011979, de 10 de diciembre, sobre Régimen 
Jurídico de Control de Cambios; segunda, en otras hipó- 
tesis no se estimaba oportuno emprender una modifica- 
ción de la legislación española justo en el momento en 
que, según informaciones oficiales, era ya inminente la rc- 
forma del propio ordenamiento comunitario, como suce- 
día concretamente con los regímenes de tráfico de perfec- 
cionamiento, a saber, la reposición de mercancías con 
franquicia arancelaria (Ley 86/1962, de 24 de diciem- 
b r e ) ,  l a  d e v o l u c i ó n  d e  de rechos  a r a n c e l a r i o s  
(Ley 29/1963, de 4 de mayo), v la admisión temporal 
(Texto Refundido aprobado por Decreto 2665í1969, 
de 25 de octubre), y tercera, el caso inverso, es decir. la. 
inminencia de una reforma o revisión general del ordena- 
miento español, que es lo que sucede o va a suceder, ver- 
bigracia, con la caza o la producción forestal. 

Ahora bien, lo fundamental y determinante, en opinión 
de la Comisión, cualesquiera que hayan sido las razones 
del Gobierno para no dictar algunos de los Decretos Le- 
gislativos previsibles, es que se trataba de una autoriza- 
ción al amparo del artículo 82 de la Constitución, no de 
una obligación, y que, por tanto, la Comisión no tiene por 
qué dictaminar sobre lo que no se ha regulado, ya quc la 
Comisión Mixta no tiene por qué pedir cuentas al Gobier- 
n o  en términos jurídicos sobre el no uso o no ejercicio de 
una delegación por la que podía, pero no debia necesa- 
riamente (desde la perspectiva interna española; otra cosa 
L'S la perspectiva de las instituciones comunitarias) dic- 
lar unas normas normalmente reservadas, por su rango 
cle Ley, a la competencia de las Cortes Generales. En este 
scntido, no está de más recordar que la letra a) del ar- 
iiculo S:, párrafo 3, de la Ley de Bases dice que la Comi- 
\ión «conocerá ... de los Decretos Legislativos emitidos en 
.iplicación del Derecho derivado comunitario», es decir, 
iinicamente de los que se promulguen de modo efectivo. 

Por lo que antecede, el Dictamen de la Comisión se cinc 
I igurosamente a los quince Reales Decretos Legislativos 
,iprobados entre el 1 : de enero y el 30 de junio de 1986 y 
iwblicados en el uB. O. E.n. 

En tercer lugar, como observación metodológica, se 
Iixe constar desde ahora que uno de los elementos de jui- 
I IO más significativos en el examen de cada Real Decreto 
I .cgislativo ha sido el Dictamen emitido preceptivarnente 
p l J l  el Consejo de Estado en Pleno. 

Hechas estas consideraciones, entramos ya en el objeto 
1 ' 1  opiamente dicho del Dictamen, para lo cual seguiremos 
t.\ii.ictarnente por razones metodológicas el hilo cronoló- 
1'110 de los Reales Decretos Legislativos, concretamente 
1 . 1  Iccha y número con que se aprobó cada uno, con inde- 
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pendencia, pues, de la fecha en que apareciese en el UBO- 
letín Oficial del Estado)), y ,  al tratar de cada uno de ellos, 
se expondrá en los términos más sucintos posibles si se 
ajusta o no a los límites de la delegación legislativa. 

REALES DECRETOS LEGISLATIVOS PROMULGADOS 
ALAMPAR0 DE LA LEY 47í1985, DE 27 DE DICIEMBRE, 
DE BASES DE DELEGACION AL GOBIERNO PARA LA 
APLICACION DEL DERECHO DE LAS COMUNIDADES 

EUROPEAS 

1 .  Real Decreto Legislativo 44211986, de 10 de febrcru, 
por el que se modifica la Ley de semillas y plantas (' 
vivero para adaptarla a las Directivas de la CEti 
(«B.O.E.» número 52, de 1." de marzo de 1980) 

La Ley que se trataba de adaptar era la número 
11/1971, de 30 de marzo, v las Directivas comunitarias L. 
cuestión, seis, siempre según cl Anejo 11 de la Ley de Bu- 
ses, concretamente: 

- la número 66/400/CEE, del Consejo de Ministros (en 
lo sucesivo, el Consejo), de 14 de junio de 1966, sobre co- 
mercialización de semillas de remolacha (y sus modi- 
ficaciones); 
- la número 66/401/CEE, del Consejo, de la misma fe- 

cha, sobre comercialización de semillas de plantas forra- 
jeras (y sus modificaciones); 
- la número 66/402/CEE, dcl Consejo, de la misma fe: 

cha, sobre conirrcialización de semillas de cereales (y sus 
modificaciones); 
- la número 66/403/CEE, de la misma fecha, coiicrr- 

niente a la comercialización de plantas de patatas (y sus 
modificaciones); 
- la número 68/193!CEE, del Consejo, de 9 de abril de 

1968, sobre comercialización de materias de multiplica- 
ción vegetativa de la viña (y sus modilicaciones); y 
- la número 69/208/CEE, del Consejo, de 30 de junio 

de 1969, sobre cornercialización de semillas y plantas 
oleaginosas y de fisra (y sus modificaciones). 

Consignemos, en primer lugar, quc el Real Decreto Le- 
gislativo es un texto muy breve, con un articulo unico y 
una disposición final (relativa a la fecha de entrada en vi- 
gor). El artículo único se limita a reformar parcialmente 
dos preceptos, los artículos 2." y 5: de la Ley citada de 30 
de marzo de 197 1 ,  incluyendo cn el ámbito de aplicación 
de la Ley las semillas forestales, en conformidad precisa- 
mente al Derecho comunitario, y suprimiendo, por lo que 
al segundo se refiere, la exigencia de paralelismo en la ca- 
lidad de las semillas v plantas de vivero importadas v las 
de producción nacional. También se suprime la refcren- 
cia de la Lev 1971 a los contratos de colaboración a la pro- 
ducción, figura que no se prevé en las Directivas comuni- 
tarias, reservándose este sistema por un Reglaniento CEE 
para la producción subvencionada de ciertos tipos de se- 
millas v plantas de vivero. 
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Por su parte, el Consejo de Estado no ha hecho ningu- 
na objeción de fondo, declarándose de acuerdo con los as- 
pectos sustantivos del proyecto que se le envió y, formu- 
lando únicamente unas salvedades de forma, que, por lo 
demás, han sido aceptadas de plano por el Gobierno, con 
la f6rmula consabida «de acuerdo con el Consejo de Es- 
tadov en el preámbulo del texto definitivo. 

La Comisión estima, en consecuencia, que el uso por el 
Gobierno de la delegación legislativa ha sido totalmente 
correcto y no tiene observación alguna que hacer al Real 
Decreto Legislativo. 

2. Real Decreto Legislativo 93111966, de 2 de mayo, por 
el que se modifica la Ley de contratos del Estado para 
adaptarla a las Directivas de la CEE («B. O. E.. nú- 
mero 114, de 13-5-86; ver también «corrección de 
erroresu en el «B.O. E.. número 124, de 24-5-86) 

La Ley espatiola que se trataba de adaptar era el De- 
creto 92311965, de 8 de abril, que aprobó el texto refun- 
dido de la Ley de Contratos del Estado, y lo que hace el 
Real Decreto Legislativo es modificar 1 1  de sus artículos 
(a saber, los artículos 9, 28, 29, 31, 34, 35, 36, 37, 83, 84 
y 87) para adaptarlos a varias directivas, unas en mate- 
ria de contratos de obras y otras sobre contratos de sumi- 
nistros, de las cuales las primeras son: 

- la 711304, sobre supresión de restricciones a la libre 
prestación de servicios; 
- la 711305, sobre coordinación de procedimientos de 

celebración de contratos de obras públicas; 
- la Decisión 711305. por la que se instituye un Comi- 

tt! Consultivo para contratos de obras públicas; 
- la 721277, sobre condiciones de publicación de anun- 

cios de contatos y concesiones de obras públicas en el 
<(Diario Oficial de las Comunidades Europeasu; 
- la 781669, que modifica la Directiva 71/305; 

y las relativas a contratos de suministros son: 

- la 70182, de suministros del Estado; 
- la 77/62, sobre suministros; 
- la 77/63, por la que se modifica la 711306; 
- la 801767, que modifica la 77/62; 
- y la 801271, para adaptar las normas reguladoras al 
Acuerdo sectorial sobre contratos del Estado adoptado 
tras las negociaciones en el seno de la Conferencia del 
GATT (Acuerdo General de Aranceles y Comercio). 

Nuevamente hay que hacer constar aquí que el Gobierno 
tuvo en cuenta todas las observaciones del Consejo de Es- 
tado en su minucioso Dictamen. 

El único punto en que podría plantearse cierta duda so- 
bre la legalidad del ejercicio de la delegación y que dio 
lugar, por cierto, a un voto particular de tres setiores Con- 
sejeros de Estado (con lo que el Dictamen ha sido el úni- 

co que no se ha adoptado por unanimidad de todos los re- 
lativos a los quince Reales Decretos Legislativos), es el re- 
lativo al apartado 1 del artfculo 9/ de la Ley que se adap- 
ta, donde, al enumerarse las causas de inhabilitación o 
descalificación para contratar con la Administraci6n (tan- 
to obras como suministros), se dice: «Haber sido conde- 
nados mediante sentencia firme o estar procesados por 
delitos de falsedad o contra la propiedad.. Dicen, en efec- 
to, los autores del voto particular que esto supone ir más 
allá de lo que dicen las Directivas comunitarias y sobre- 
pasar, por tanto, los limites de la delegación, toda vez que 
en las Directivas 71/305 (contratosde obra) y 77/62 (con- 
tratos de suministro), artfculos 23, c) y 20, c), respectiva- 
mente, lo único que se admite como causa de incapacita- 
ción es haber sido condenado por sentencia firme, no sim- 
plemente el hecho de estar procesado. Alegan, además, 
que la Administración tiene facultades suficientemente 
amplias (otorgadas por otros apartados del propio articu- 
lo 9.") para ponderar hechos (en los que podrían incluirse 
los relativos a un procesamiento) que les permitan no ad- 
mitir a contratación pública a las personas en quienes se 
den esas circunstancias. 

Frente a esta argumentaci6n, el Consejo de Estado, en su 
voto mayoritario, alega, aun reconociendo ser cierto que 
las Directivas comunitarias hablan única y exclusivamen- 
te de personas condenadas, que, como ya observaba en su 
informe previo la Secretarfa General Técnica del Minis- 
terio de Economía y Hacienda, el simple hecho del pro- 
cesamiento ya constituye en sf mismo un motivo de des- 
confianza legítima que, por eso mismo, ha sido recogido 
por la legislación española tradicional en la materia. 

La Comisión se declara conforme a la segunda opinión, es- 
pecialmente a la vista del hecho de que aquí no se ha in- 
novado la legislación nacional, sino simplemente mante- 
nido un precepto que ya existía (concretamente en el 
párrafo 2 del articulo 4: del texto refundido). 

En lo demás (donde sí hubo, por otra parte, unanimidad 
en el Consejo de Estado), la Comisión advierte que lo que 
se ha hecho ha sido sencillamente introducir en la Ley es- 
pafiola las modificaciones indispensables para armoni- 
zarla al ordenamiento comunitario. Así, por ejemplo, se 
enumeran en el artículo 28 las tres formas de adjudica- 
ción, y sólo esas tres, que la legislación comunitaria re- 
conoce, a saber, subasta, concurso y contratación direc- 
ta; la obligación de anunciar en el «Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas. (además del «B. O. E..) las su- 
bastas de obras cuyo presupuesto de licitación sea igual 
o superior a un millón de unidades de cuenta europea (ar- 
tículo 29), con el fin de garantizar la libertad efectiva de 
competencia en el ámbito de la Comunidad Europea para 
los contratos de cierta envergadura: la misma obligación 
para los contratos de suministro (articulo 84), cuya cuan- 
tía sea igual o superior a 140.000 (ciento cuarenta mil) 
ECUs, por la misma razón; la restricción o limitación de 
la fórmula de contratación directa a circunstancias y ca- 
sos estrictamente tasados (artículo 37), etc. 

Por lo que bntecede, la'Comisi6n se declara también con- 
forme con este Real Decreto Legislativo y no tiene obje- 
ci6n alguna que oponerle. 
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3. Real Decreto Legislativo 116311986, de 13 de junio, 
por el que se modifica la Ley 4211975, de 19 de no- 
viembre, sobre desechos y residuos sólidos urbanos 
(uB. O. E.* número 149, de 23-6-86) 

Se trata, en concreto, de armonizar el ordenamiento es- 
pañol a la Directiva general 75/442/CEE, que regula la 
gestión de los residuos. Para esto ha bastado modificar 
los artículos 1 .O y 11 de Ir referida Ley de 19 de noviem- 
bre de 1975, introduciendo o añadiendo en aquél los con- 
ceptos de residuo y de gestión de residuos, ; incorporan- 
do en éste los principios contenidos en el artículo 5: de 
la Directiva, donde se prové que los Estados miembros es- 
tablecerán o designarán la autoridad o autoridades encar- 
gadas de la planificacibn, organización, autorización y su- 
pervisión de las operaciones de eliminación de los resi- 
duos en uha zona determinada. La modificación proyec- 
tada en el artículo 11 consiste básicamente en regular las 
competencias de las Comunidades Autónomas en este 
campo, y si bien es verdad que la modificación se debe, 
fundamentalmente, a 18 nueva organización territorial 
del Estado español, no es menos cierto que la Directiva 
75/442 obligaba a la Ahinistra2ión a actualizar el régi- 
men de competencias. 

La Comisi6n está igualmente de acuerdo con este Real 
Decreto Legislativo y no formula reparo alguno desde el 
punto de vista del uso o ejercicio de la delegación le- 
gislativa. 

4. Real Decreto Legislativo 1255í1986, de 6 de junio, por 
el que se modifican determinados artículos de la Ley 
33/84, de 2 de agosb, sobre ordenación del seguro pri- 
vado, para adaptarla a los compromisos derivados del 
Tratado de Adhesión de España a la CEE (uB. O. E.» 
número 153, de 27-6-86) 

La disposición se ha dictado para adecuar el ordena- 
miento español, representado fundamentalmente en la 
materia por la Ley citada de 2 de agosto de 1984, a cinco 
directivas comunitarias, a saber: 

- la 73/239/CEE, del Consejo, de 24 de julio de 1973, 
sobre coordinación de las disposiciones legislativas, regla- 
mentarias y administrativas en materia de acceso a la ac- 
tividad de prestación de seguro directo distinto del segu- 
ro de vida, y su ejerdcio (y sus modificaciones); 
- la 73/240/CEE, del Consejo, de 24 de julio de 1973, 

para la supresión, en materia de prestación de seguro di- 
recto distinto del de vida, las restricciones a la libertad 
de establecimiento; 
- la 78/473/CEE, del Consejo, de 30 de mayo de 1978, 

relativa a la coordinación de las disposiciones legislati- 
vas, reglamentarias y administrativas en materia de coa- 
seguro comunitario; 
- la 79/267/CEE, del Consejo, de 5 de marzo de 1979 

(no citada, por cierto, en el Anejo 11 de la Ley de Bases, 
pero sí en el preámbulo del Real Decreto Legislativo), por 
la que se dispone la~oordinación de las disposiciones le- 
gislativas, reglamentarias y administrativas en materia 

de acceso a la actividad de seguro directo de vida y a su 
ejercicio (« Diario Oficial de las Comunidades Europeasu, 
Serie L, número 63, de 13-3-79); y 
- la 84/641/CEE, del Consejo también, de 10 de di- 

ciembre de 1984 (que tampoco se cita en el Anejo 11 de la 
Ley de Bases), por la que se modifica, especialmente en 
lo relativo a asistencia turística, la 73/23/CEE (Primera 
Directiva) ( u  Diario Oficial de las Comunidades Euro- 
peasa, Serie L, número 339, de 27-12-84). 

La modificación ha consistido en adaptar diez artícu- 
los de la Ley de 1984 a las citadas directivas (a saber, los 
artículos 3:, 4:, S.", 10, 12, 25, 29, 37, 38 y 41). 

La Comisión no advierte extralimitación ni anomalía 
alguna en el texto del Real Decreto Legislativo (al que, 
por lo demas, tampoco el Consejo de Estado ha formula- 
do objeciones) y no tiene, por tanto, observaciones ni 
reparos. 

5. Real Decreto Legislativo 125711986, de 13 de junio, de 
adaptación de la Ley de 27 de abril de 1946, rectifi- 
cativa del Decreto-ley de 25 de enero de 1946, sobre 
protección de la industria cinematográfica, y de la 
Ley 311980, de 10 de enero, sobre regulación de cuo- 
tas de pantalla y distribución cinematográfica, a las 
normas de la CEE («B. O. E.» número 153, de 27 de 
junio de 1986) 

La disposición consta, como otras de su clase, de un ar- 
tículo único por el que se modifican el artículo 1 :, apar- 
tados 1, 2 y 3, los artículos 3: y 8.' de la Ley citada, de 
10 de enero de 1980, así como se .derogan la Ley también 
citada de 1946 y el apartado 4 del artículo 1.' y todo el 
artículo 2: de la Ley de enero de 1980, todo ello para ar- 
monizar el Derecho positivo español con las Directivas 
números 63/607/CEE, del Consejo, de 15 de octubre de 
1963, para la eliminación de las restricciones a la liber- 
tad de establecimiento y a la libre prestación de servicios 
en materia de cinematografía, y 65/264/CEE, de 13 de 
mayo de 1965, sobre la misma materia, ambas dictadas 
en el marco del programa general para la eliminación de 
restricciones en el sector cinematográfico. También se in- 
voca en el preámbulo, como justificación de las deroga- 
ciones a que acabamos de aludir, la necesidad de dar cum- 
plimiento al programa general comunitario para la su- 
presión de restricciones a la libertad de establecimiento 
de 18 de diciembre de 1961, a la Directiva 70/451/CEE, 
de 29 de septiembre de 1970, concerniente a la puesta en 
práctica de la libertad de establecimiento y de la libre 
prestación de servicios en las actividades no asalariadas 
de producción de películas cinematográficas, y finalmen- 
te a la Primera Directiva del Consejo, de 1 1  de mayo de 
1960, para la ejecuci6n del artículo 67 del Tratado CEE 
(libertad de movimientos de capitales) y Segunda Direc- 
tiva 63/21/CEE, de 18 de diciembre de 1962, por la que 
se completa y modifica la anterior (dicho sea incidental- 
mente, no se mencionan las dos últimas en el Anejo 11 de 
la Ley de Bases). 
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La Comisidn ha examinado cada una de las breves dis- 
posiciones de que consta el Real Decreto Legislativo (cer- 
tificados de nacionalidad de «películas comunitarias)), 
obligación de las salas de exhibición de proyectar cierta 
proporción de películas comunitarias en versión original 
o dobladas, dentro del año natural, libertad para las em- 
presas distribuidoras de películas comunitarias, y liber- 
tad limitada para obtener licencias de doblaje de pelícu- 
las de terceros países y subsistencia de la obligación de 
completar las cuotas obligatorias de exhibición aun en el 
caso de sanción), y aprecia que todas ellas responden en 
su contenido a la finalidad proclamada de armonizar el 
Derecho español al comunitario (sin que el Consejo de Es- 
tado haya formulado, por su parte, objeciones fundamen- 
tales de fondo). 

En consecuencia, no hay observaciones ni reservas que 
hacer. 

6. Real Decreto Legislativo 1265/86, de 27 de junio, so- 
' bre inversiones extranjeras en España («B. O. E.n nú- 
mero 154, de 28-6-86) 

Se trataba de adaptar el texto refundido sobre inversio- 
nes extranjeras en España,  aprobado por Decre- 
to 3.02111974, de 31 de octubre, que es una de las dispo- 
siciones nacionales citadas en el Anejo I de la Ley de Ba- 
ses, a las Directivas de 1 1  de mayo de 1960 («Primera Di- 
rectiva») para la ejecución del artículo 67 del Tratado de 
Roma (libertad de movimientos intracomunitarios de ca- 
pitales) y de 18 de diciembre de 1962, que modifica par- 
cialmente la anterior («Segunda Directiva»), por lo demás 
en puntos de mero detalle. 

La técnica legislativa seguida en este Real Decreto Le- 
gislativo se aparta de la que hemos visto en los casos an- 
teriores (si bien, como veremos más adelante, hay otros 
Reales Decretos Legislativos que la han utilizado asimis- 
mo), ya que consiste en reproducir integro el texto que se 
adapta, en el presente caso el Decreto de 31 de octubre 
de 1974, en materia de inversiones extranjeras, y en ir in- 
troduciendo las modificaciones necesarias al hilo del 
articulado. 

La Comisión se ha planteado el interrogante de si pro- 
cedía hacer reparos u objeciones de fondo al Real Decre- 
to Legislativo, pero se inclina por la negativa, consideran- 
do que de todos modos no hay, propiamente hablando, 
contradicción sustancial entre el texto español y los dos 
textos europeos, sino sólo una diferencia de grado, en el 
sentido de que el ordenamiento nacional iba ya más lejos 
que las dos Directivas en la tendencia liberalizadora y de 
que, por tanto, la liberalización de las inversiones comu- 
nitarias ya está subsumida dentro de la liberación más 
amplia vigente en España. La Comisión examinó las dos 
posibilidades que existían a la hora de regular esta ma- 
teria: la primera, consistcntc cn cstablccer dos normas di- 
ferentes, una relativa a las inversiones extranjeras de pro- 
cedencia comunitaria y otra referencia a las inversiones 
extranjeras de procedencia no coniuni taria; la segunda, 
por el contrario, consistente en dictar L I I I  texto único, co- 

mún para todas las inversiones extranjeras, con indepen- 
dencia de dónde procedieran. La Comisión, tras el men- 
cionado examen, valoró posteriormente la adopción de un 
texto único. 

Por lo que antecede, la Comisión estima que no hay re- 
paros ni objeciones de fondo que hacer al Real Decreto 
Legislativo. 

7. Real Decreto Legislativo 1296/1986, de 28 de junio, 
por el que se modifica la Ley 5í1985, de 18 de marzo, 
de metrología, y se establece el control metrológico 
CEE («B. O. E.» número 155, de 30-6-86) 

Como anuncia el preámbulo del Real Decreto Legisla- 
tivo, se trataba de adecuar la legislación española a las Di- 
rectivas 71/316/CEE, del Consejo, de 20 de enero de 1976, 
sobre armonizacidn de las legislaciones de los Estados 
miembros referentes a las disposiciones comunes a los 
instrumentos de medida y a los métodos de control me- 
trológico (y sus modificaciones) y 80/181/CEE, del Conse- 
jo, de 20 de diciembre de 1979, relativa a la armonización 
de las legislaciones de 10s Estados miembros en materia 
de unidades de medida (y sus modificaciones). 

A diferencia de la mayoría de los Reales Decretos Le- 
gislativos, el presente texto no consta de un artículo úni- 
co, por el cual se aprueban una serie de modificacihes 
en el articulado de la norma (o las normas) española que 
se trata de adaptar, sino de varios artículos, tantos como 
preceptos se modifican en la citada Ley de Metrología, de 
18 de marzo de 1985, concretamente siete, más otros dos 
preceptos, uno de los cuales (articulo 8.3 declara aplica- 
ble al control metrológico CEE que se crea por el propio 
Real Decreto Legislativo la tasa por la prestación de ser- 
vicios de control metrológico conforme al régimen ya es- 
tablecido para el control metrológico del Estado, y el otro 
(artículo 9.") declara de aplicación supletoria la regula- 
ción legal interna de metrología. Hay también una dispo- 
sición derogatoria por la que se suprime la disposición 
transitoria primera de la Ley de 18 de marzo de 1985, y 
una final por la que se dice que el Real Decreto Legisla- 
tivo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado». 

El Real Decreto Legislativo se limita rigurosamente a 
introducir en la Ley española las modificaciones indispen- 
sables para la recepción del Derecho comunitario. Por lo 
demás, el Gobierno ha atendido las escasas observaciones 
de tipo formal formuladas por el Consejo de Estado. 

En consecuencia, no hay reparos ni observaciones por 
parte de la Comisión. 

8. Real Decreto Legislativo 1297í1986, de 28 de junio, 
por el que se adapta al Derecho de las Comunidades 
Europeas el régimcn vigente en materias de zonas y 
depósitos francos («B. O. E.» número 15, de 30-6-86) 

La disposición nacional que había que adaptar en el 
presente caso era (mejor dicho, es, pues sigue vigente, sal- 
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vo la base tercera, que se deroga expresamente) el Real 
Decreto-ley de 11 de junio de 1929, que estableció las ba- 
ses normativas sobre puertos, zonas y depósitos francos, 
y las normas comunitarias que han servido de referencia 
para el ajuste, son: 

- la Directiva 69/75/CEE, del Consejo, de 4 de marzo 
de 1969, sobre armonización de las disposiciones legisla- 
tivas, reglamentarias y administrativas referentes al ré- 
gimen de zonas francas; 
- la Directiva 71/235/CEE, también del Consejo, de 21 

de junio de 197 1, sobre armonización de las disposiciones 
legislativas, reglamentarias y administrativas referentes 
a las manipulaciones usuales susceptibles de efectuarse 
en los depósitos aduaneros y en las zonas francas; 
- la Directiva 76/634/CEE, del Consejo, de 22 de julio 

de 1976 (no citada,. por cierto, en el Anejo 11 de la Ley de 
Bases, pero sí en el preámbulo del Real Decreto Legisla- 
tivo), por la que se modifican las Directivas 69/74/CEE, 
69/75/CEE y 71/235/CEE (recién citadas las dos últimas), 
sobre armonización de las disposiciones nacionales en 
materia, respectivamente, del régimen de depósitos adua- 
neros, de zonas francas y de manipulaciones usuales sus- 
ceptibles de efectuarse en los depósitos aduaneros y en las 
zonas francas. 

A semejanza de los dos Reales Decretos Legislativos an- 
teriores, el presente tampoco consta dc artículo único, 
sino de una pluralidad de artículos, si bicn esto es casi 
obligado en el presente caso, pues no sc trata en rigor de 
modificar artículos concretos de Leyes o Reales Decretos- 
leyes ordinarios, sino de modificar mediante nuevas defi- 
niciones unas bases contenidas en el mencionado Real De- 
creto Legislativo de junio de 1929. El contenido del Real 
Decreto Legislativo que ahora examinamos consiste, en 
efecto, en definir lo que se entiende por zonas y depósitos 
francos (artículo 1 :), en decir qué mercancías se admiti- 
rán y con qué excepciones y limitaciones, en unas y en 
otros (articulo 2."); en determinar qué operaciones se po- 
drán realizar con las mercancías situadas en las zonas o 
depósitos francos (artículo 3.9, en dar normas especiales 
para el caso de que las mercancías situadas en una zona 
o depósito franco no sean originarias de un Estado miem- 
bro de la CEE (artículo 4.9, en establecer (artículo 5.") la 
posibilidad de manipulaciones distintas de las normales 
(o sea, de las del artículo 3.9 con las mercancías situadas 
en zonas o depósitos francos; en declarar ilimitada la po- 
sibilidad de permanencia de las mercancías, salvo excep- 
ción (artículo 6.9; en peever la posibilidad de cesiones de 
esas mercancías (artícdo 7.9, en dictar normas especifi- 
cas sobre percepciones de los diversos impuestos y dere- 
chos en el supuesto de despacho de las mercancías a con- 
sumo (artículo El."), en asignar al Ministerio de Economía 
y Hacienda la inspeccibn y control de las zonas y depósi- 
tos francos (artículo 9.") y en autorizar a dicho Departa- 
mento a proponer o dictar las disposiciones necesarias de 
desarrollo del Real'Decreto Legislativo (artículo 10). ' 

La Comisibn aprecia que todos y cada uno de los pre- 
ceptos de que consta eLReal Decreto Legislativo se ajus- 

tan a los límites de la delegación recibida por el Gobier- 
no; en otras palabras, se limitan al ajuste del ordenamien- 
to español al comunitario, tal como éste queda plasmado 
en las Directivas de referencia. 

Unicamente hay una observación que hacer, de acuer- 
do en este punto con el Dictamen del Consejo de Estado: 
a saber, la sugerencia (no seguida por el Gobierno, que en 
cambio,ha atendido en lo demás las recomendaciones del 
Dictamen) de «anteponer a cada uno de los artículos de 
la norma un breve título explicativo de su contenido, 
como se ha hecho en otras de las elaboradas por la mis- 
ma Dirección General, a fin de facilitar su aplicación)). 

9. Real Decreto Legislativo 129811986, de 28 de junio, 
por el que se adaptan las normas legales en materia 
de establecimientos de crédito al ordenamiento jurí- 
dico de la Comunidad Económica Europea («B. O. E.» 
número 155, de 30-6-86) 

Las normas españolas que se adaptan o derogan son, 
por orden cronológico, es decir, de más antigua a más mo- 
derna, las siguientes: 

- Del Real Decreto-ley 235211929, de 21 de noviembre, 
pohel que se regula el Régimen de Ahorro Popular y se 
apru&a el Estatuto especial para las Cajas Generales de 
Ahorro Popular, los artículos 147 a 155, 157 y 158. 
- De la Ley de Ordenación Bancaria, de 3 1 de diciem- 

bre de 1946 (citada en el Anejo 1 de la Ley de Bases de 
diciembre de 1985), el artículo 39, a la vez que se modi- 
fican el artículo 57 (cambio de redacción del número 7 
y añadidura de un párrafo al final, y el 50 (añadiendo un 
párrafo 8: al apartado 2, y cambiando la redacción del 
párrafo final), y se añade un artículo 57 bis. 
- Del Real Decreto-ley 5/1978, de 6 de marzo, por el 

que se modifican las facultades del Banco de Espatia pre- 
vistas en la Ley de Ordenación Bancaria de 31 de diciem- 
bre de 1946, y del Decreto-ley 1811962, de 7 de junio, el 
artículo 2: en ambos casos. 

Las normas comunitarias que han servido de referen- 
cia son: 

- la Directiva 73/183/CEE, del Consejo, de 28 de junio 
de 1973, relativa a la eliminación de las restricciones a la 
libertad de establecimiento y a la libre prestación en ma- 
teria de actividades no asalariadas de los bancos y otros 
establecimientos financieros; 
- la Directiva 77/780/CEE, también del Consejo, de 12 

de diciembre de 1977 (no citada, por cierto, en el Anejo 11 
de la Ley de Bases, pero sí en el Preámbulo del Real De- 
creto Legislativo, y publicada en el «Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas)) número L 322, de 17-12-77), t i-  
tulada Primera Directiva para la coordinación de las dis- 
posiciones legislativas, reglamentarias y administrativas 
referentes a la actividad de los establecimientos de crédi- 
to y a 1  ejercicio de la misma. 
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El contenido del Real Decreto Legislativo (que, al igual 
que los tres últimos citados, consiste en una pluralidad 
de artículos, y no en un artículo único que enumera en 
bloque todas las adaptaciones) es sencillo: se aborda, en 
primer lugar, una nueva definición de los «establecimien- 
tos de crédito» (artículo 1.0) conforme a la «Primera Di- 
rectivau 77/780/CEE; se regula, acto seguido, (articulo 2.") 
el uso de sus denominaciones por los establecimientos de 
crédito extranjeros en España; se dispensa del requisito 
de nacionalidad espaiiola para ser Consejero general de 
Cajas de Ahorro (artfculo 7.0, apartado 1 ,  letra a), de la 
Ley 31/1985, de 2 de agosto, sobre Organos Rectores de 
las Cajas de Ahorro); se sustituye la «exclusión del Regis- 
tros de bancos operantes en España ... ., en materias de 
sanciones, por la «revocación de la autorización de esta- 
blecimiento» (artículo 57, número 7." de la Ley de Orde- 
nación Bancaria de 31-12-46); se especifica que las san- 
ciones previstas en la Ley recién citada de Ordenación 
Bancaria (articulo 57, números 6: y 7:) son aplicables ua 
todos los establecimientos de crédito que operen en Es- 
paña ... u ,  es decir, sin distinción de nacionales y extranje- 
ros; se especifican de modo taxativo las causas o supues- 
tos de revocación de la autorización concedida a un esta- 
blecimiento de crédito (nuevo articulo 57 bis de la Ley 
de 31-12-46), y se establece, para el caso de que se trate 
de un banco de algún pais miembro de la Comunidad Eco- 
nómica Europea, la obligación de consulta previa a la au- 
toridad bancaria de ese país; se hacen extensivas a las Ca- 
jas de Ahorro las sanciones previstas por la propia Ley de 
Ordenación Bancaria (articulo 4, apartado 4, del Real 
Decreto Legislativo, que modifica el 156 del Real Decre- 
to-ley 253211929, de 21 de noviembre); se exceptúa del re- 
quisito de ureprocidadn a que se refiere el artículo 40 de 
la Ley de Ordenación Bancaria a los establecimientos de 
crédito con sede social en un país miembro de la Comu- 
nidad Económica Europea; se da entrada en el Consejo 
Superior Bancario a los vocales elegidos por los bancos y 
bancos extranjeros establecidos en España (artículo 50, 
apartado 2, nuevo párrafo 8.", de la Ley 31-12-46), y se 
declara obligatoria para los bancos extranjeros estableci- 
dos en España la adscripción al Consejo Superior Banca- 
rio (párrafo final del recién citado artículo 50). Por otra 
parte se dictan normas sobre colaboración de las autori- 
dades bancarias españolas con sus homólogas en el ex- 
tranjero en materia de información mutua y de secreto 
profesional (articulo 6: del Real Decreto Legislativo). 

La Comisión estima, a la vista de todas estas normas, 
que constituyen ejecución pura y simplemente del man- 
dato de adaptación recibido de las Cortes Generales, y no 
tiene, por tanto, objeción o reparo alguno que formular 
al texto del Real Decreto Legislativo, como tampoco las 
tenia en cuanto al fondo el Consejo de Estado, cuyas su- 
gerencias, relativas a cuestiones más bien formales, han 
sido, por lo demás, aceptadas por el Gobierno. 

10. Real Decreto Legis-lativo 1299/1986, de 28 de junio, 
por el que se modifica el Texto Refundido de los im- 
puestos integrantes de la Renta de Aduanas, aproba- 

do por Real Decreto 511/1977, de 18 de febrero 
(«B. O. E.» número 155, de 30-6-86) 

Las disposiciones comunitarias con las que hay que ar- 
monizar el ordenahiento nacional son, según el Preám- 
bulo del Real Decreto Legislativo, las tres siguientes: 

- Directiva 79/623/CEE, del Consejo, de 25 de junio de 
1979, sobre armonización de las disposiciones legislati- 
vas, reglamentarias y administrativas en materia de deu- 
da aduanera; 
- Directiva 791695/CEE, del Consejo, de 24 de julio de 

1979, relativa a la aproximación de los procedimientos de 
despacho a libre práctica de mercancías; 
- Directivas 81/177/CEE, también del Consejo, de 24 

de febrero de 1981, relativa a la armonización de los pro- 
cedimientos de exportación de las mercancias comunita- 
rias (esta disposición, no citada por el Anejo 1 de la Ley 
de Bases de delegación, se publicó en el «Diario Oficial 
de las Comunidades Europeas», Serie L, número 83, de 
30-3-81). 

Se advierte, sin embargo, que el Preámbulo no mencio- 
na una Directiva comunitaria que sí se citaba, en cambio, 
en el Anejo 11 de la Ley de Bases 47/85, a saber, la 
82/57/CEE, igualmente del Consejo, de 17 de diciembre de 
198 1 («Diario Oficial de las Comunidades Europeas)), Se- 
rie L, número 28, de 5-2-82), por las que se establecen dis- 
posiciones de aplicación de lo dispuesto en la segunda de 
las citadas, es decir, la 79/695lCEE, de 24-7-79. La Ponen- 
cia ha examinado esta última Directiva y ha llegado a la 
conclusión de que, en definitiva, no era necesario mencio- 
narla en el Preámbulo del Real Decreto Legislativo, me- 
jor dicho, no había necesidad de considerarla entre las 
normas comunitarias básicas o de referencia para la 
adaptación, toda vez que su contenido, como ya el propio 
título anuncia, es de pura instrumentación administrati- 
va (documentos que hay que adjuntar, indicaciones o es- 
pecificaciones obligatorias en las mercancias, contenido 
de declaración de puesta en libre práctica, formalidades 
del examen o inspección en aduana de las mercancías y 
de la toma de muestras, etcétera). 

El Real Decreto Legislativo consta de 10 artículos, una 
Disposición derogatoria, por la que se derogan los artícu- 
los l:, 3.", S.", 6.", 12, 13, 30, 32 y todo el Título IV del 
Real Decreto ya citado 51 1/1977, de 18 de febrero, por el 
que se aprobó el texto refundido de los impuestos inte- 
grantes de la Renta de Aduanas, y, por último, de una dis- 
posición final sobre fecha de entrada en vigor del Real De- 
creto Legislativo. Los artículos dispositivos propiamente 
dichos regulan las siguientes materias: definición de 
«deuda aduanera» (articulo 1 :), definición del .hecho 
imponible» (articulo 2.9, definicibn del sujeto pasivo (ar- 
tículo 3.9, definición de los uresponsablesu de los diver- 
sos impuestos (articulo 4:)! normas de devengo de la deu- 
da aduanera, es decir, determinación del momento en que 
nace ésta (artículo 5:); aplicación de los tipos impositi- 
vos (articulo 6.9, momento en que nace la exigibilidad de 
la deuda aduanera (artículo 7.9, momento en que se ex- 
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tingue (arttculo E."), exigencia de garantías por los servi- 
cios de Aduanas (artículo 9.") y asistencia mutua en ma- 
teria de cobro entre autoridades aduaneras (artículo 10). 

La Comisi6n ha estudiado el contenido del Real Decre- 
to Legislativo a la luz de las tres Directivas antes citadas, 
y llegado a la conclusi6n de que el Real Decreto Legisla- 
tivo se ajusta o atiene a la función para la que se ha dic- 
tado, es decir, adaptar las disposiciones del Derecho es- 
pañol en la medida indispensable. 

En consecuencia, no hay  observación ni reserva alguna. 

1 1 .  Real Decreto Legislativo 1300/1986, de 28 de junio, 
por el que se modifican determinados artículos del 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de la Produc- 
ción de Seguros Privados para adaptarlos a los com- 
promisos derivadas del Tratado de Adhesión de Es- 
paiia a la Comunidad Económica Europea 
(«B .O.E .*  númem 155, de 20-6-86; ver también 
*corrección de erreresu en el nB. O. E.. número 172, 
de 19-7-86) 

La disposici6n española que se adapta es, como queda 
dicho, el Real Decreto Legislativo 134711985, de 1." de 
agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de la Producci6n de Seguros Privados, 
más exactamente sus artículos 3.", 5.0 y 6.". 

'Las disposiciones camunitarias a las que se adapta el 
ordenamiento positivo espahol están contenidas básica- 
mente en una sola norma, a saber, la Directiva 77/92/CEE, 
del Consejo, de 13 de diciembre de 1976, sobre medidas 
destinadas a facilitar el ejercicio efectivo de la libertad de 
establecimiento y de Ir libre prestación de servicios para 
las actividades de agente y de corredor de seguros (el gru- 
po 630 CITI) que implica en particular medidas transito- 
rias para dichas actividades. 

El Feal Decreto Legislativo que ahora analizamos es 
uno de los más brevesque se han dictado en ejecución de 
la Ley de Bases 4711985. Se limita, en efecto, a introducir 
tres modificaciones en el Texto Refundido: 

- Primera, añadir al final del número 2 del artícu- 
lo 3." un párrafo o inciso nuevo por el que se extiende o 
amplía la posibilidackde ser socios de las Sociedades de 
Agencia o Correduría a las *personas jurídicas que carez- 
can de la condición & mediador de seguros privados ... r 

(no transcribimos el cesto, por no ser esencial). Como se 
recordará, el Texto Rdfundido no permitía más participa- 
ción que la de persodas físicas o jurídicas que ya fuesen 
agentes q, mediadores de seguros. Con la nueva redacción 
se abre, pues, la puerta a que puedan fundar sociedades 
de correduría los bancos, las sociedades de inversi6n, las 
grandes cadenas coqerciales, etcétera. 
- Segunda, excluk del régimen de reciprocidad a que 

se refiere el artículo 5." a los nacionales de otros Estados 
miembros de la Comunidad Econ6mica Europea. 
- Tercera, establacer para los nacionales de otros Es- 

tados miembros de li Comunidad Económica Europea, la 
equiparación al t í tub de uagente y corredor de seguros* 

o del certificado de suficiencia exigible a los españoles, la 
prueba del ejercicio efectivo de la actividad correspon- 
diente en el país de origen, y asimismo excluir una vez 
más del principio de reciprocidad a que se refiere el ar- 
tículo 6." del Texto Refundido a los nacionales de países 
miembros de la Comunidad Económica Europea. 

La Comisión no tiene observaciones ni reparos a los 
puntos segundo y tercero, que son exigencias elementales 
del proceso de adaptación. Sí debe, en cambio, señalar 
que la primera modificaci6t1, que se refiere a una mate- 
ria no tratada ni citada en la Directiva comunitaria, re- 
sulta de una adici6n sugerida por el Consejo de Estado, 
quien, aun reconociendo declaradamente (página 6 de su 
Dictamen), que la Directiva no tocaba este punto, que se 
hico eco, sin embargo, de sendas peticiones por escrito de 
la Unión Nacional de Entidades Aseguradoras y de Rea- 
seguros (UNESPA) y de la Asociación Española de Corre- 
dores de Seguros (ADECOSA) de que se les concediera au- 
diencia en el expediente y de que se añadiera un párrafo 
al número 2 del artículo 3." en el sentido ya descrito. Los 
argumentos en que se basaba el Alto Cuerpo Consultivo 
para apoyar esta adición o inclusión podían resumirse en 
dos, jurídico el uno y político o de oportunidad el otro. El 
argumento jurídico era que, al decir la Ley de Bases de 
delegaci6n legislativa, en su artículo 1 .", que el Gobierno 
tendrá potestad de dictar normas con rango de Ley sobre 
las materias del Anejo de la propia Ley aa fin de adecuar- 
las al ordenamiento jurídico comunitario y en la medida 
en que tales materias resulten afectadas por el mismou, 
está claro que la Ley ano está señalando límites restric- 
tivos ni ampliativos a la labor encomendada ... sino sim- 
plemente adecuados y coherentes con las exigencias que 
cada supuesto demandan (página 15). Según el Consejo 
de Estado, uno se trata tanto de la adecuación de dispo- 
siciones cuanto de la adecuaci6n de materias, respecto de 
las cuales las leyes tienen un valor primordialmente ins- 
trumental. (página 15, a continuación). De todo esto se si- 
gue que usi el respeto a la liberalidad de un texto vigente 
puede conllevar el que éste adquiera o produzca efectos 
no sospechados cuando fue redactado ..., al insertarse en 
el más amplio ordenamiento comunitario ..., sea no sola- 
mente legítimo sino inevitable y obligado que se preven- 
gan tales resultados danosos y se introduzcan en el pre- 
cepto en cuestión aquellas modificaciones que las circuns- 
tancias exijan, (ibídem). 

El segundo argumento, en cierto modo prefigurado en 
la última de las frases transcritas, es que ael manteni- 
miento del artículo 3.", apartado 2, del Texto Refundido 
vigente en su redacción actual puede causar perjuicios a 
las entidades espanolas al competir con las de los demás 
países comunitariosu (página 15, in fine), y que en estas 
condiciones ano parece razonable entender que la habili- 
tación legislativa no alcance a remediar dichas conse- 
cuencias y que deba deferirse nuevamente la competen- 
cia a las Cortes para que provean la redacción del precep- 
to pertinente, dejando, entre tanto, que aquellos efectos 
perjudiciales se produzcan.. 

La Comisi6n no está de acuerdo con los razonamientos 
expuestos. Por lo que se refiere a la alegaci6n juridica, no 
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es aceptable pretender que lo que se adapta o adecua es 
la materia; por el contrario, lo que se tiene que adaptar 
o armonizar es una o más normas, como se desprende del 
pasaje de la Ley de Bases citado por el propio Consejo de 
Estado u. . .  dictar normas con rango de Ley ... sobre mate- 
rias reguladas por las Leyes incluidas en el Anejo, a fin 
de adecuarlas al ordenamiento jurfdico-comunitario y en 
la medida en que tales materias resulten afectadas por el 
mismo,...». Está claro, lógica y gramaticalmente, que las 
palabras «adecuadas. (y mhs concretamente el enclftico 
ulas.) se refieren a las «leyes», no a las «materias». Son 
las leyes, son las disposiciones en si, no la materia o sec- 
tor económico que regulan, las que pueden resultar en un 
momento dado discordantes con el ordenamiento comu- 
nitario y deben, por ende, ser adaptadas a él. Por lo de- 
más, aun cuando se admitiera a efectos puramente dia- 
léctico~ el argumento del Consejo de Estado, hay un prin- 
cipio interpretativo inesquivable en todo régimen parla- 
mentario (en rigor, en cualquier régimen constitucional), 
y es que en caso de delegación legislativa concreta y es- 
pecifica como la de la Ley de Bases 47/85, ha de resolver- 
se restrictivamente, es decir, a favor del Poder Legislati- 
vo y en contra del presunto margen o arbitrio del Ejecu- 
tivo, cualquier duda que pueda surgir sobre el ámbito y 
alcance de la materia delegada. Dicho más sencillamen- 
te, dondequiera que haya una duda justificada sobre si la 
delegación se extiende o no a un punto determinado, la 
actitud correcta del Gobierno es abstenerse de entrar en 
la regulación de ese punto y consultar, mientras tanto, si- 
quiera oficiosamente, a los órganos competentes de las 
Cortes Generales. 

Tampoco parece atendible el argumento de oportuni- 
dad o conveniencia, o dicho con más exactitud, no parece 
suficiente. Es innegable que la exclusión por la ley espa- 
ñola de las personas jurídicas no mediadoras podrfa de- 
jar a las compañías españolas de correduría o de agencia 
en ,discriminación e inferioridad frente a las extranjeras 
de otros países del Mercado Común Europeo, pero a esto 
cabe replicar dos cosas: primera, que sólo dos de los paí- 
ses que componen (aparte de España y Portugal) la CEE, 
tienen implantada o reconocida la libertad para las p g -  
sonas jurfdicas no mediadoras de participar en las socie- 
dades del tipo indicado, con lo que el presunto peligro 
queda considerablemente atenuado (la prueba es que las 
propias autoridades comunitarias no han juzgado necesa- 
rio tratar este aspecto en la Directiva); segunda, que, aun- 
que así fuera, no se puede recurrir a una técnica jurfdica 
contraria en su espíritu a la Constitución y en la letra al 
ámbito de la delegación otorgada al Gobierno por las Cor- 
tes. Para remediar la presunta inferioridad o desigualdad 
competitiva de las empresas españolas frente a las extran- 
jeras (de hecho -repetimos- no tanta ni tan grave como 
se afirma) tenia el Gobierno en cualquier momento dos re- 
cursos a su disposición, de los cuales no ha utilizado nin- 
guno: o bien la reforma parcial de la Ley de Producción 
de Seguros Privados mediante la fórmula ordinaria del 
proyecto de ley o bien la figura del Decreto-ley justifica- 
do por «caso de extraordinaria y urgente necesidad)), a 
que se refiere el artículo 86, número 1 ,  de la propia Cons- 
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titución, y a reserva, naturalmente, de la ulterior conva- 
lidación por el Congreso de los Diputados en los términos 
del número 2 del mismo artículo. 

La Comisión estima, por consiguiente, que la adición 
introducida en el artfculo 3." constituye una extralimita- 
ción de la delegación legislativa recibida de las Cortes 
Generales. 

12. Real Decreto Legislativo 1301í1986, de 28 de junio, 
por el que se adapta el Texto Refundido de la Ley de 
uso y circulación de vehiculos de motor, aprobado 
por Decreto 631/1986, de 11 de marzo, al ordena- 
miento juridico comunitario («B. O. E.» número 155, 
de 30-6-86) 

El ordenamiento positivo nacional que se trata de adap- 
tar está, por cierto, constituido no sólo por el citado De- 
creto de 21 de marzo de 1968, sino también por el Decre- 
to-ley 411965, de 22 de marzo, sobre suspensión de la obli- 
gatoriedad del seguro de daño de cosas establecido en el 
propio Texto Refundido, ya que el Real Decreto Legisla- 
tivo deroga totalmente dicho Decreto-ley. 

El Derecho comunitario al que habfa que armonizar el 
nacional consiste, según el Preámbulo del mismo Real De- 
creto Legislativo en las tres Directivas siguientes: 

- Directiva número 72/66/CEE, del Consejo, de 24 de 
abril de 1972 (Diario Oficial de las Comunidades Euro- 
peas, Serie L, número 103, de 2-5-72), sobre armonización 
de las legislaciones de los Estados miembros relativas al 
seguro de responsabilidad civil derivadas de la circula- 
ción de vehfculos automóviles y al control de la obliga- 
ción de asegurar esta responsabilidad (abreviadamente, 
Primera Directiva). 
- Directiva número 72/430/CEE, también del Consejo,. 

de 19 de diciembre de 1972 («Diario Oficial de las Comu- 
nidades Europeas», Serie L, número 291, de 28-12-72), 
por la que se modifica la anterior (no citada en el Ane- 
jo 11 de la Ley 47/85). 
- Directiva número 84/5/CEE, igualmente del Conse- 

jo, de 30 de diciembre de 1983 («Diario Oficial de las Co- 
munidades Europeas)), Serie L, número 8, de 11-1-84), SO- 

bre armonización de las legislaciones de los Estados 
miembros en materia de seguro de responsabilidad civil 
derivada de la circulación de vehículos anteriores (abre- 
viadamente «Segunda Directiva», tampoco mencionada 
por la Ley de Bases/47/85 en su Anejo 1). 

El Real Decreto Legislativo consta de un artículo único 
por el que se modifica en bloque la disposición nacional 
que se trata de adaptar. Por lo demás, el texto no es de- 
masiado largo, pues son más bien pocos los puntos nece- 
sitados de armonización. En concreto, lo que hace el Real 
Decreto Legislativo es diferenciar el caso de daños corpo- 
rales del de daaos simplemente materiales, en cuanto al 
régimen de responsabilidad, que antes era el mismo, a sa- 
ber, responsabilidad subjetiva, para ambos casos, y aho- 
ra da lugar a responsabilidad objetiva para los daños ma- 
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teriales, manteniéndose la subjetiva para los corporales; 
efectivamente, en los segundos el conductor sólo queda 
exento de responsabilidad si se prueba que los mismos se 
deben únicamente a culpa o negligencia del perjudicado 
o a fuerza mayor extraña- la conducción o al funciona- 
miento del vehículo. Diche sea de paso, las Directivas co- 
munitarias no se pronuncian ni por un sistema ni por 
otro, es decir, no imponesni la responsabilidad subjetiva 
ni la objetiva, limitándose estrictamente a exigir a los Es- 
tados miembros que tomen las u medidas adecuadas ... 
para que la responsabilidad civil relativa a la circulación 
de vehículos automóviles estacionados habitualmente en 
su territorio quede cubierta por un seguro» (Segunda Di- 
rectiva, artículo 1 .O). 

En segundo lugar, se ha modificado el régimen de per- 
sonas legitimadas para la suscripción del seguro, en el 
sentido de que, si bien re mantiene el principio de que 
debe ser el propietario del vehfculo quien lo asegure, sus- 
cribiendo la póliza correspondiente, se admite, en cam- 
bio, expresamente la posibilidad de que quede relevado 
de esta obligación ucuando el seguro sea concertado por 
cualquier persona que tenga interés en el aseguramiento, 
quien deberá expresar el concepto en que contrate». Tam- 
poco se toca este punta, por cierto, en las Directivas co- 
munitarias, las cuales no dicen nada sobre quiénes esta- 
rán habilitados a suscrfbir la póliza del seguro. 

En tercer término, se modifica sustancialmente la cuan- 
tía de las sanciones por no suscripción del seguro obliga- 
torio (artículo 2:, párrafo antiguamente segundo y ahora 
tercero). En el texto pdmitivo se decía simplemente que 
sería u sancionado administrativamente)) el incumpli- 
miento de la prohibición de que los vehículos no asegu- 
rados circularan por territorio nacional. Ahora no sólo se 
reitera la prohibición, íino que se especifica que el incum- 
plimiento ((llevará aparejado el depósito del vehículo con 
cargo a su propietaricr mientras no sea concertado el se- 
guro, y una sanción pecuniaria de 25.000 a 250.000 pese- 
tas, graduada según las circunstancias del hecho...». 

Por su parte, la Primera Directiva dice un tanto lac6- 
nicamente en materia de sanciones (artículo 3."): d a d a  
Estado miembro adoptará todas las medidas adecuadas 
a reserva de lo dispuerto en el artículo 4.", para que la res- 
ponsabilidad civil por? circulación de vehículos estaciona- 
dos habitualmente e a  su territorio quede cubierta por un 
seguro.. . m. 
En cuarto lugar, erta vez en plena armonía con la Di- 

rectiva 84/5/CEE (es decir, la Segunda), en su artículo 1 .", 
se sienta el principio dc exclusión de ciertas personas ase- 
guradas, concretamente las que vivan «a expensas del 
asegurado». 

En quinto términu, se dispone, en materia de acciones, 
que el perjudicado m u s  herederos ((tendrán acci6n direc- 
ta hasta el límite obkigatorio contra el asegurador del ve- 
hículon o, en su caso, ucontra el Consorcio de Compensa- 
ción de Seguros», sin perjuicio de las demás que les 
correspondan, y se establece, además, que el plazo de 
prescripción de aquélla será de un año a partir del día en 
que haya podido ejercitarse, aparte de las causas de ita- 
terrupción establecfdas en la legislación común. 

La Comi2ión no tiene reparos a la adaptación efectua- 
da mediante este Real Decreto Legislativo. 

13. Real Decreto Legislativo 130211986, de 28 de junio, 
de evaluación de impacto ambiental («B. O. E.» nú- 
mero 155, de 30-6-86) 

Antes de exponer resumidamente esta disposición, pro- 
cede hacer una observación importante, y es que, por ex- 
cepción, aquí no había -o al menos no se citaba en el Ane- 
jo 1 de la Ley de Bases de delegación- ninguna disposi- 
ción española que adaptar individual o singularmente al 
Derecho comunitario, pero sí se mencionaban en el Ane- 
jo 11 las Directivas comunitarias sobre medio ambiente a 
.(as que hubiese que armonizar el Derecho español, entre 
ellas la 85/337/CEE, de 27 de junio de 1985, sobre evalua- 
ci6n de la incidencia de ciertos proyectos públicos y pri- 
vados sobre el medio ambiente y otras directivas de con- 
tenido estrictamente sectorial. 

En las condiciones descritas, cabría preguntarse a pri- 
mera vista si el Gobierno no se había extralimitado de la 
delegación legislativa, pero la respuesta tiene que ser ne- 
gativa, es decir, no hay tal extralimitaci611, por cuanto la 
Ley 47/85 autoriza al Gobierno para dictar normas con 
rango de ley formal no sólo sobre las materias incluidas 
en el Anejo 1, sino también «sobre materias objeto de nor- 
mas comunitarias vigentes el 6 de noviembre de 1985, 
que exijan desarrollo por Ley o no se hallen actualmente 
reguladas». Pues bien, la realidad es que en el Derecho es- 
pafiol, si bien había ya disposiciones importantes y por- 
menorizadas en materia de medio ambiente, como la Ley 
de 22 de diciembre de 1972, sobre Protección del Ambien- 
te Atmosférico, y la Orden del Ministerio de Industria de 
30 de noviembre de 1961, aprobatoria del Reglamento de 
Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas 
(RAMINP), y los Reales Decretos 2994/82, de 15 de octu- 
bre, y 116i1984, de 19 de mayo, sobre restauración de es- 
pacios naturales afectados por actividades extractivas y 
sobre contenido mínimo de los planes de explotación y 
restauración en explotaciones de carbón a cielo abierto, 
y otras disposiciones que no citamos por no alargar más 
el presente informe, no existía, en cambio, un régimen ge- 
neral de evaluaciones o estudios del impacto o efecto am- 
biental previos a las autorizaciones para instalar indus- 
trias y actividades susceptibles de afectar al medio am- 
biente. Es verdad que existía en nuestro Derecho normas 
y reglas concretas sobre protección de,las aguas, por ejem- 
plo, o del aire, pero lo que no había era una norma gené- 
rica sobre protección del medio ambiente en relación con 
los factores hombre, fauna, flora, suelo, aire, agua, clima, 
paisaje, bienes materiales y el patrimonio cultural consi- 
derados en su conjunto. 

Por otra parte, es meridiano que, por la importancia de 
su contenido, las normas del Real Decreto Legislativo de- 
ben calificarse como básicas y necesitadas, como tales, del 
rango de Ley. Baste repasar someramente el objeto de 
cada uno de los 10 artículos (más dos Disposiciones Adi- 
cionales y dos Finales) de que consta el Real Decreto Le- 
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gislativo: obligación general de que los proyectos de 
obras, instalaciones u otras actividades comprendidos en 
el Anejo 1 del Decreto sean sometidos a previa evaluación 
de sus efectos sobre el medio ambiente (artículo 1.3, 
abarcando el Anejo, prácticamente, toda clase de grandes 
obras públicas (autopistas, autovfas, lfneas de ferrocarril 
de largo recorrido, aeropuertos, puertos comerciales) y di- 
versa? instalaciones industriales de base o cabecera (refi- 
nerías de petróleo, centrales térmicas, plantas sidenírgi- 
cas integrales, instalaciones químicas integradas, instala- 
ciones de eliminación de residuos tóxios y peligrosos, 
etc.); obligación de que los proyectos contengan datos so- 
bre determinadas materias importantísimas del medio 
ambiente (artículo 2.9; trámite preceptivo de información 
pdblica (artículo 3.9; obligación de que previamente a la 
resolución administrativa sobre el proyecto se dé trasla- 
do del expediente a la obra, instalación o actividad, para 
que ésta formule la oportuna adeclaración de impacto#; 
obligación del Estado español de poner el contenido del 
estudio o evaluación en conocimiento del otro o de los 
otros Estados miembros de las CC. EE. en cuyo territorio 
vaya a incidir la obra o instalación p'royectada; obliga- 
ción del órgano competente para la evaluación de respe- 
tar la confidencialidad de las informaciones aportadas 
por el titular del proyecto, en la medida en que están am- 
paradas por las disposiciones sobre propiedad industrial 
y por el secreto industrial y comercial; posibilidad par? 
la Administración de acordar la suspensión de obras o ins- 
talaciones comenzadas sin el cumplipiento del trámite 
de evaluación del impacto ambiental (artículo 9.9; mul- 
tas coercitivas de hasta 50.000 pesetas diarias para el 
caso de que se produzca una alteración de !a nrealidad ff- 
sican como consecuencia de la ejecución del proyecto o 
de la obra sin el cumplimiento del trámite de referencia 
(artículo 9,"). 

Todas estas materias constituyen, en efecto, el conteni- 
do típico de una Ley formal en circunstancias ordinarias. 

No hay, pues, en principio, reparo alguno que formular 
a la utilización de la vfa del Real Decreto Legislativo por 
todas las razones que acaban de exponerse. Si acaso, ca- 
bría plantear una duda en el caso del artículo 9:, porque, 
como queda dicho, se establecen sanciones pecuniarias, 
pero, considerando que se trata, al fin y al cabo, de san- 
ciones instrumentales, destinadas a forzar el cumplimien- 
to por el interesado de una obligación administrativa, no 
cabe, en definitiva, formular reparo, aparte de que nin- 
gún precepto constitucional impide la posibilidad de es- 
tablecer sanciones en el marco de una delegación legisla- 
tiva, por más que lo más correcto sea hacerlo por Ley 
formal. 

14. Real Decreto Legislativo 1303/1984, de 28 de junio, 
por el que se adecua al ordenamiento jurídico de la 
Comunidad Económica Europea el Título VI11 de la 
Ley 2211973, de 21 de julio, de niinas (wB. O. E.s nú- 
mero 155, de 30-6-86) 

Este Real Decreto Legislativo consiste en modificar las 
«Condiciones para ser titular de derechos mineros, ar- 

tículos 90 a 93, de ia Ley citada de 21 de julio de 1973, 
para adaptarlas al ordenamiento jurídico comunitario y, 
en particular, al principio de libertad de establecimiento 
y prestación de servicios para las actividades no asalaria- 
das en el ámbito de las industrias extractivas, principio 
que aparece recogido especfficamente en la Directiva 
64/428/CEE, del Consejo, de 7 de julio de 1964, sobre rea- 
lizaci6n de la libertad de establecimiento y de libre pres- 
tación de servicios para las actividades no asalariadas en 
las industrias extractivas (clases 1 1-19 CITI), modificada 
parcialmente por el Acta de Adhesión del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte, la República de Irlan- 
da y el Reino de Dinamarca de 22 de enero de 1972. 

En consecuencia, el artículo único en que consiste la 
disposición que analizamos establece lo siguiente: 

- Establecer la posibilidad de que sean titulares de 
derechos mineros no sólo las personas ffsicas o jurídicas 
españolas, sino tam bien las personas físicas o jurfdicas 
extranjeras. 
- Establecer la posibilidad (que antes se negaba en 

absoluto) de que los Estados o Gobiernos extranjeros ad- 
quieran directa o indirectamente derechos mineros y efec- 
túen inversiones de capital, «previa autorización del G& 
bierno español s. 
- En lo relativo a materias primas minerales de inte- 

rés estratégico, sin perjuicio de que se mantenga el prin- 
cipio de que sólo se podrán otorgar derechos mineros a 
personas ffsicas de nacionalidad española o a sociedades 
cuyo capital social sea español en su totalidad, se supri- 
me tácitamente la otra condición que establecía el texto 
de 1973, a saber, que tanto el personal directivo como el 
Pleno del Consejo de Administración estuviesen integra- 
dos por españoles. 
- Supresión de la referencia general a la legislación 

de inversiones extranjeras en España como supletoria de 
la Ley de Minas en toda esta materia. 
- Eri cuanto a empleados no españoles en las empre- 

sas mineras, sin perjuicio de mantenerse el porcentaje 
máximo del 20 por ciento de la plantilla total, asf como 
el principio de que el número de ((empleados técnicos ti- 
tulados, de nacionalidad extranjera, fijos o temporales, 
deberá ser siempre inferior al de los espanoles con análo- 
gas funciones, se sustituye la remisión final al Reglamen- 
to de desarrollo por una referencia general a la Ley Or- 
gánica 7/1975, de 1 ." de julio, sobre derechos y libertades 
de los extranjeros en España. 

Cabe hacer aquí una observación sim'ilar a la que se 
ofreció en relacibn con el Real Decreto Legislativo sobre 
inversiones extranjeras, es decir, distinguir en dos textos 
normativos diferentes las inversiories extranjeras (en este 
caso, en materia de minas), según fueran de procedencia 
comunitaria o no comunitaria, o bien, optar por un texto 
único. La Comisión, de nuevo, señala su postura favora- 
ble a esta última solución. 

Hay un punto en el que se plantea por única vez la po- 
sibilidad de que, quizá, el Real Decreto Legislativo se 
haya quedado corto en la adaptación del Derecho espa- 
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no1 al Derecho comunitario. En efecto, señala el Dicta- 
men del Consejo de Estado que en este punto no sólo hay 
que considerar las Directivas comunitarias, sino dos «Pro- 
gramas Generalesu acordados en 18 de diciembre de 196 1,  
el primero de ellos para la supresión de restricciones a la 
libre prestación de servicios, y el segundo sobre supresión 
de restricciones para la libertad de establecimiento, y a 
consecuencia de los cuales se dictó precisamente tres años 
más tarde, en 1964, la Directiva sobre actividades no asa- 
lariadas en industrias extractivas que, como hemos apun- 
tado, ha servido de referencia al presente Real Decreto Le- 
gislativo. Pues bien, en el segundo de esos programas (el 
relativo, repetimos, a la libertad de establecimiento) se 
prevé expresamente la equiparación de los nacionales de 
Estados o países miembros de las Comunidades Europeas 
con los nacionales de países' y territorios de Ultramar con- 
siderados con el Anejo IB del Tratado de Roma, es decir, 
de antiguas colonias de Francia y Gran Bretaña (y algu- 
nas de Bélgica, Países Bajos e Italia), si bien dejando a sal- 
vo las ulteriores disposiciones definidoras del régimen de 
asociación entre la CEE y los territorios y países de UI- 
tramar que hayan obtenido la independencia. 

Después de apuntar el problema, acertadamente, a jui- 
cio de la Comisión, el Consejo de Estado prosigue: 

«No obstante, teniendo en cuenta la fecha ciertamente. 
lejana del citado Programa General, así como la matiza- 
ción misma del derecho de establecimiento prevista en el 
artículo 132.5 del Tratado Constitutivo de la CEE en re- 
lación con los Convenios previstos en su artículo 136 (8), 
este Consejo estima conveniente no hacer mención expre- 
sa en los preceptos del proyecto analizado al Anexo IV 
del citado Tratado, lo cual evitaría problemas de inter- 
pretación y posibles confusiones en un ámbito tan delica- 
do como el de los Estados asociados.)) 

Termina el Dictamen proponiendo a párrafo seguido: 

uparece, por otro lado, más acertado introducir una 
Disposición Adicional Segunda en el  proyecto de Real De- 
creto Legislativo en la que se deje a salvo el derecho de 
todos aquellos nacionales (personas físicas o sociedades) 
de países o territorios respecto de los cuales sea efectivo 
el principio de libertad de establecimiento, ya por aplica- 
ción del Tratado Constitutivo de la CEE, ya como conse- 
cuencia de los Convenios y Resoluciones dictadas por los 
órganos competentes de las Comunidades Europeas, evi- 
tando la enumeración, a travks de la remisión al 
Anexo IV, de algunos de dichos países o territorios.)) 

Sin embargo, el Gobierno no ha recogido esta sugeren- 
cia en el texto definitivo (sí ha recogido, en cambio, otras 
del alto cuerpo consultivo). 

La Comisión considera que el punto de vista transcrito 
es técnica y conceptualmente correcto, pero que desde el 
ángulo sustantivo, queda superado desde el momento 
mismo en que, como ya se ha apuntado, la liberalización 
decidida por el Real Decreto Legislativo abarca no sólo a 
los súbditos o nacionales dc la CEE, sino a los cxtranje- 
ros en general. Es palmario quc qucdan, por tanto, com- 

prendidos en el ámbito de la liberalipación los nacionales 
y empresas de los territorios y países de ultramar asocia- 
dos de algún modo a las Comunidades Europeas. 

En conclusión, la Comisión no formula reparos ni ob- 
jeciones a este Real Decreto Legislativo. 

15. Real Decreto Legislativo 130411986, de 28 de junio, 
sobre determinadas condiciones exigibles para la 
realización de transporte público por carretera 
(«B.  O. E.» número 155, de 30-6-86) 

La única disposición española que se cita como afecta- 
da es (en la Disposición Derogatoria del propio Real De- 
creto Legislativo) el artículo 5." de la Ley de Ordenación 
de los Transportes Mecánicos por Carretera, de 27 de di- 
ciembre de 1947, en lo que se refiere a la exigencia de na- 
cionalidad espanola. En lo demás, el Real Decreto Legis- 
lativo.(que consta de 7 artículos, más una Disposición 
Transitoria, otra Adicional, la citada Derogatoria y una 
Final) no cita ningún precepto de nuestro ordenamiento. 

Las normas comunitarias que se han tomado como re- 
ferencia, según el preámbulo del Real Decreto Legislati- 
vo, son dos Directivas ya citadas en el Anejo 11 de la Ley 
de Bases, a saber: 
- La número 74/561/CEE, de 12 de noviembre de 1974, 

del Consejo, relativa al acceso a la profesión de transpor- 
tista de mercancías por carretera en el campo de los trans- 
portes nacionales e internacionales (y sus modificaciones 
parciales por ingreso de Grecia, primero, y luego de Es- 
paña y Portugal). 
- La número 74/562/CEE, también del Consejo, y de 

la misma fecha, sobre el acceso a la profesión de trans- 
portista de viajeros por carretera en el campo de los trans- 
portes nacionales e internacionales (y sus modificaciones 
por idénticas razones a las de la anterior). 

El Real Decreto Legislativo contiene las siguientes dis- 
posiciones: definición general de las condiciones necesa- 
rias de ((honorabilidad, capacitación profesional y capa- 
citación económica)) para la prestación del servicio de 
transporte público por carretera, y referencia a la necesi- 
dad, además, de un título administrativo habilitante (ar- 
tículo 1.3; definición del concepto de capacitación profe- 
sional (artículo 2.9; definición del concepto de «honora- 
bilidad)) (artículo 3.9; definición del concepto de «capa- 
cidad económica» (artículo 4.9 y posibilidad de determi- 
nar su contenido reglamentariamente (artículo 5:);  cali- 
ficación como falta umuy graven de la prestación de ser- 
vicios de transporte careciendo de alguna de las tres con- 
diciones anteriores (artículo 6,"); reconocimiento de estas 
condiciones a los transportistas de los demás Estados 
miembros de las Comunidades Europeas (artículo 7.9, y 
plazos para determinados transportistas habilitados para 
la realización del transporte público por carretera con 
posterioridad a ciertas fechas. 

Cotejado el contenido del Real Decreto Legislativo con 
r l  de las dos Directivas citadas, la Comisión aprecia que, 
en líneas generales y salvando pormenores de menor 
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cuantía, el Gobierno se ha atenido al mandato legislativo 
recibido de las Cortes Generales, y no tiene, por ende, ob- 
jeción o reparo que formular. 

CONCLUSIONES FINALES 

Primera 

La Comisión no formula reparos a los siguientes Rea- 
les Decretos Legislativos: 

- Real Decreto Legislativo 442/1986, de 10 de febrero, 
por el que se modifica la Ley de Semillas y Plantas de Vi- 
vero para adaptarla a las Directivas de la Comunidad 
Económica Europea. 
- Real Decreto Legislativo 931/1986, de 2 de mayo, 

por el que se modifica la Ley de Contratos del Estado para 
adaptarla a las Directivas de ta Comunidad Económica 
Europea. 
- Real Decreto Legislativo 1163/1986, de 13 de junio, 

por el que se modifica la Ley 42/1975, de 19 de noviem- 
bre, sobre Desechos y Residuos Sólidos Urbanos para 
adaptarla a las Directivas de la Comunidad Económica 
Europea. 
- Real Decreto Legislativo 1255/1986, de 6 de junio, 

por el que se modifican determinados artículos de la Ley 
33/1984, de 2 de agosto, sobre Ordenación del Seguro Pri- 
vado, para adaptarla a los compromisos derivados del 
Tratado de Adhesión de España a la Comunidad Econó- 
mica Europea. 
- Real Decreto Legislativo 1257/1986, de 13 de junio, 

de adaptación de la Ley de 27 de abril de 1946, rectifica- 
dora del Decreto-ley de 25 de enero de 1946, sobre Pro- 
tección de la Industria Cinematográfica, y de la Ley 
3/1980, de 10 de enero, sobre Regulación de Cuotas de 
Pantalla y Distribución Cinematográfica, a las normas de 
la Comunidad Económica Europea. 
- Real Decreto Legislativo 1265/1986, de 27 de junio, 

sobre Inversiones Extranjeras en España. 
- Real Decreto Legislativo 1296/1986, de 28 de junio, 

por el que se modifica la Ley 3/1985, de 18 de marzo, de 
Metrología, y se establece el Control Metrológico CEE. 
- Real Decreto Legislativo 1297/1986, de 28 de junio, 

por el que se adapta al derecho de las Comunidades Eu- 

ropeas el Regimen Vigente en Materia de Zonas y Puer- 
tos Francos. 
- Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, 

por el que se adaptan las normas legales en Materia de Es- 
tablecimientos de Crédito al ordenamiento jurídico de la 
Comunidad Económica Europea. 
- Real Decreto Legislativo 1299/1986, de 28 de junio, 

por el que se modifica el Texto Refundido de los Impues- 
tos Integrantes de la Renta de Aduanas, aprobado por 
Real Decreto 51 1/1977, de 18 de febrero. 
- Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 28 de junio, 

por el que se adapta el Texto Refundido de la Ley de Uso 
y Circulación de Vehículos de Motor, aprobado por De- 
creto 631/1968, de 21 de marzo, al ordenamiento jurídico 
comunitario. 
- Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, 

de Evaluación del Impacto Ambiental. 
- Real Decreto Legislativo 1303/1986, de 28 de junio, 

por el que se adecua al ordenamiento jurídico de la Co- 
munidad Económica Europea el Título VI11 dc la Ley 
22/1973, de 21 de julio, de Minas. 
- Real Decreto Legislativo 1304/1986, de 28 dc junio, 

sobre determinadas condiciones exigibles para la realiza- 
ción de transporte público por carretera. 

Segunda 

En relación con el Real Decreto Legislativo 1300/1986, 
de 28 de junio, sobre producción de seguros privados, se 
plantea una objeción grave, por lo que procede recomen- 
dar la supresión de plano del inciso final añadido al pun- 
to 2 del artículo 3." del texto refundido de 1: de agosto 
de 1985, en,el sentido de permitir que sean socios de las 
sociedades'de agencia o correduría de seguros las perso- 
nas jurídicas que carezcan de la condición de mediador 
de seguros privados, adición esta que no responde, en ab- 
soluto', a las exigencias del Derecho comunitario, puesto 
que se trata de una cuestión que las Directivas ni siquie- 
ra mencionan. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 5 de mayo de 
1987.-El Presidente de la Comisión, Leopoldo Torres 
Boursault.-El-Secretario de la Comisión, Alvaro Cuesta 
Martinez. 
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